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     De acuerdo al Capítulo VI de la Constitución Política de Chile, el Poder Judicial es 
quien ejerce, a través de los Tribunales de Justicia la facultad de administrar la justicia 
en nuestro país, la Constitución le otorga suficientes poderes para juzgar y tomar 
importantes decisiones a los distintos organismos y  a los Tribunales 
quienes deben aplicar e interpretar las leyes de acuerdo con la Constitución y 
Leyes vigentes. Esta es una de las funciones muy  importante que ejerce el Estado, dada 
la trascendencia que tiene para toda la Sociedad, siendo una de las 
funciones principales proteger las garantías constitucionales, especialmente aquellas 
que debieran ser inviolables como la vida, la dignidad humana, la honra de las personas, 
la libertad, entre otros. En cuanto a la libertad según lo define Aristóteles en su  primer 
Libro  la Metafísica es “Aquella tendencia natural del hombre que lo conduce a ser 
feliz, es intrínseco en el ser humano”,  la violación de este principio y además  en forma 
injustificada no debiera quedar impune. 
 
     Nuestra Constitución protege ciertos bienes jurídicos más que otros, como por 
ejemplo la vida; el patrimonio es otro bien jurídico que nuestra Constitución 
y Leyes protegen castigando con severas penas a quienes intentan apropiárselos 
indebidamente. 
 
     Sin embargo, cuando protege la vida, el legislador está sujeto a cometer errores y 
cuando eso ocurre, la legislación propone ciertas alternativas  bastante exigentes para 
que corrijan o reviertan por errores o malas interpretaciones de las sentencias  como 
veremos a continuación. 
 
     No es que el Estado no asuma su responsabilidad, si no que configura ciertos 
requisitos para un orden y evitar posibles confusiones posteriores al caso.                 
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Entendiéndose como  responsabilidad en el sentido que le atribuye la Real Academia  
Española como aquella “Capacidad existente en todo sujeto activo de derecho para 
reconocer y aceptar las consecuencias de un hecho realizado libremente”. 1 
 
      La responsabilidad implica la obligación de reparar, ya sea con el cumplimiento 
forzado de la obligación, en caso de un acto jurídico como el contrato, no se cumpla la 
obligación de dar o hacer, o a través de una indemnización de perjuicios, como veremos, 
es lo que se aplica en el caso del error judicial, que aquí pecuniariamente, se intenta 
subsanar el daño causado por el Estado. 
 
     Otra razón por la cual estos requisitos  son tan exigentes es para proteger uno de los 
principios fundamentales del derecho que es la Cosa Juzgada, este aforismo se refiere a 
que una vez dictada sentencia firme e ejecutoriada, no podrá volver a discutirse sobre 
ese caso, pero eso también lo explicaremos con más detalle a lo largo de este trabajo. 
  
     Muchas veces un error cometido por los jueces, puede perjudicar de gran forma la 
vida de una persona, con un daño que es irreparable, es por esto que a lo largo de mi 
tesis pretendo explicar los pasajes obscuros o las dudas que puedan surgir a partir de 
cada caso, y especialmente dilucidar  si solo puede  proceder en materia penal, porque 
hasta el momento nuestra jurisprudencia así lo ha entendido, pese a que la Constitución 
al señalar dicha ley, la deja una amplia interpretación, dejando un vacío legal al respecto, 
y en lo cual no especifica ningún requisito o limitación que indique si también puede ser 
aplicado en materia laboral, familia, civil, entre otros
2
. El objetivo es hacer un estudio 
exhaustivo del contenido de algunas sentencias, compararlas con otras que fueron 
rechazadas y analizar porque los tribunales de justicia solo han fallado respecto de 
ciertas materias.  
                                                          
1 Página 355, Diccionario de la Real Academia Española, vigésima segunda edición, Noviembre, 2008, Madrid 
España. 





      Es por esto, que en el primer capítulo uno se explicara la historia de la ley, sus 
orígenes y su evolución con los años, los elementos de la indemnización por error 
judicial y como se configura. En el capitulo dos, ya hablaremos de los derechos 
fundamentales, una pequeña clasificación para entender mas a fondo. En el capitulo tres 
se planteara la hipótesis, que es que solo procede en jurisdicción en materia penal, así lo 



















Relevancia de la investigación propuesta  
     Se desarrollara una explicación sobre la forma en que se aplica en derecho 
comparado, si existe una norma similar y cuál es la diferencia con el artículo 19 numero 
7 letra h de la Constitución chilena., porque muchas veces la interpretación de las 
normas varía de acuerdo al contexto en que se encuentra o la aplicación que le dan 
nuestros jueces, es por esto que si en Chile, esta norma solo tiene aplicación en materia 
penal es necesario dilucidar el porqué y así, evitar posteriores confusiones para las 
personas que desconocen el vocabulario legal y para los que si saben sobre el tema, no 
quede dudas respecto a un principio constitucional tan importante como el que puede 
cambiar la vida de una persona, al poder optar a una indemnización.  
     Creemos que a todos los preceptos constitucionales deberían tener un análisis donde 
se exponga su aplicación, sus límites y en qué casos se puede exigir que sean o no 
aceptados, independiente de la acción u omisión en que se vea vulnerado el derecho o si 
este tiene protección a través de un recurso establecido en la misma Carta Fundamental 












CAPÍTULO PRIMERO: HISTORIA DE LA LEY 
 
1.1 Origen de la norma   
     La acción de indemnización por error judicial tiene su origen en la constitución de 
1925, en su artículo 20 relata “todo individuo a favor de quien se dictare sentencia 
absolutoria o se sobreseyere definitivamente, tendrá derecho a indemnización, en la 
forma que determine la ley, por los perjuicios respectivos o meramente morales que 
hubiere sufrido injustamente”.3 Pero hay que dar cuenta que, mientras estuvo vigente 
este articulo jamás se aplico, por que señala que la indemnización debe ser dictada en la 
forma en que determine la ley, hecho que jamás se suscito, porque jamás se hizo la ley 
que correspondía aplicar, era una norma incompleta.  
     Existía la norma en la constitución, pero esta era insuficiente al no tener forma de 
aplicarla en cada caso concreto, es por esto que era necesario un cambio radical en el 
precepto, ya que no podían quedar sin protección estos casos en que el poder judicial se 
equivocaba o cometía un abuso en la pena.  
     Era necesario restringirla y, además de ver en qué casos procede, agregar las 
pertinentes limitaciones que el legislador de esa época, no previo y dejo la norma sin 
terminar por motivos desconocidos.  
      En la historia de nuestro país, luego de consolidar nuestra independencia, se conocen 
ciertos periodos donde la asamblea constituyente ha tenido un rol fundamental, como lo 
son: en 1818 están  los “ensayos constitucionales”, inspiraos fundamentalmente por el 
ilustrado Diego Portales, donde en menos de 20 años se reformo la Carta Fundamental 
tres veces.  
                                                          
3
 Constitución política de 1925 
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     Posterior a esto, encontramos la Constitución de 1925, que viene a reformar por 
completo la que llevaba casi 100 años vigente, y luego en 1980 en donde corrigen 
muchos de los errores cometidos en la constitución del 25’, y la reforma del 2005, que es 
la que está vigente hoy en día. Se dice que la Carta Fundamental que se redacto en 1925, 
ha sido una de las más importantes, por que consolida los Derechos Fundamentales, de 
primera y de segunda generación, conceptos que se explicaran más adelante, como lo 




     Cincuenta años después de no haber modificación alguna en la norma, la comisión 
constituyente de 1975 reformo este precepto para hacerlo útil en el ámbito de protección, 
pero además limitarlo y establecer ciertos requisitos para su mayor comprensión frente a 
casos de indemnización por errores de quienes deben aplicar de mejor manera el 
derecho. Por lo que actualmente la norma es estrictamente de uso excepcional, ya que 
debe cumplir copulativamente ciertos requisitos que explicaremos más adelante, hoy 
2012 la norma quedo escrita de la siguiente forma:“Una vez dictado sobreseimiento 
definitivo o sentencia absolutoria, el que hubiere sido sometido a proceso o condenado 
en cualquier instancia por resolución que la Corte Suprema declare injustificadamente 
errónea o arbitraria, tendrá derecho a ser indemnizado por el Estado de los perjuicios 
patrimoniales y morales que haya sufrido. La indemnización será determinada 
judicialmente en procedimiento breve y sumario y en él la prueba se apreciará en 
conciencia”.  





Comisión de estudio  
     El debate de esta comisión comienza con algunos miembros de la asamblea 
constituyente que van manifestando su opinión acerca del vocabulario empleado a lo 
largo del artículo, discuten acerca del sentido que se le atribuye, como veremos: 
     El señor Ovalle dice que “en el caso de que el juez justificadamente haya podido 
equivocarse”, y que en el curso del proceso los antecedentes  
     El señor Evans declara que “es necesario, de una vez por todas, idear un precepto 
constitucional que se baste a si mismo en esta parte”, puesto que como habíamos dicho 
la norma dictada en 1925 no era autosuficiente, por lo que es necesario reformular dicha 
norma para que sea aplicable. Ya en la comisión que redacto la norma en 1925 prefirió 
no desarrollar esta parte del precepto por que se iba a “recargar mucho” y de esta forma 
no se concreto nunca cual sería el organismo indemnizador contemplado en la ley.  
     Luego, para solucionar estos problemas, el Ministro de Justicia Scheitzer propone 
incluir “a ser indemnizado por el estado por los perjuicios efectivos o meramente 
morales que hubiere sufrido injustamente”.  
      El señor Diez argumenta, que un país con una situación económica como Chile, 
puede verse esto como un alto contra la justicia por la responsabilidad que el estado 
puede tener en la sentencia absolutoria aun cuando se hace un debido proceso, además 
indica que toda persona que sufre injustamente un proceso, y que lo declaran culpable 
siendo inocente. Declara “este daño injusto es una carga publica; como un tributo”. 
     El señor Guzmán concuerda con la opinión de Diez, piensa que si la justicia se 
equivoca, el afectado no siempre debe tener derecho a una indemnización, en palabras 
de él, manifiesta “es evidente que si alguien es sometido a proceso y, en definitiva es 
absuelto, tiene derecho a considerar que ha sufrido un perjuicio injusto. Pero de ahí a 
deducir que deba por consiguiente tener derecho a indemnización aun cuando el juez 
haya tenido un motivo plausible para encargar reo, le parece que hay un salto 
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conceptual excesivo”, él no solo quiere proteger a la victima sino también cuidar el 
interés del Estado. 
      Sr. Ortuzar, Presidente de la Comisión considera como incuestionable el derecho a 
que la víctima del error judicial tenga una indemnización, agrega además que el 
procedimiento sea sumario y no ordinario, para así evitar una descomunal espera por 
parte de la víctima. El señor Guzmán le pregunta si cree que debiera agregarse algún 
tipo de calificación al error, en el sentido que se trate de errores claramente 
injustificados.  
      Todos manifiestan estar de acuerda en configurar los elementos del error judicial 
para evitar abusos de este Derecho.  
      En la sesión nº119 del 8 de mayo de 1975 de la Comisión Constituyente se habla de 
resoluciones injustificadamente erróneas o arbitrarias, de la boca del Sr. Evans. Se 
califica al error, se individualiza al Estado como órgano responsable, y también se dice 
que el error debe ser declarado pero aun no se dice por quien. Y que luego de la 
declaración el afectado podrá, pedir en sede civil la correspondiente indemnización.  
      Discuten acerca de la mejor forma de redactar acerca del reo, señor Evans dice “un 
sometido a proceso” o a “un privado de libertad”, que sería el afectado en este caso.  
      El señor Ortuzar se percata que para asegurar una indemnización, debe haber un 
fondo que lo sustente y dice “la ley de presupuestos contemplara los fondos 
correspondientes”.  
       El Sr. Silva Bascuñán, afirma que no está de acuerdo con que se extienda la 
responsabilidad del Estado puesto que debería estar estrictamente en el orden judicial, y 
más estricto aun al ámbito penal, además agrega “¿Cómo va a ser posible entregar al 
propio Poder Judicial la competencia para dar paso y reconocer las consecuencias de 
su actividad deficiente?”, piensa que será muy complejo que estos órganos den origen a 
13 
 
la indemnización, porque de ellos mismos depende concederla o no, el sugiere una ley 
de carácter general que determine la indemnización. 
4
 
      Se intenta distinguir entre la responsabilidad del estado y la del funcionario del orden 
judicial, el señor Ovalle afirma que “puede ocurrir que, al dictar el auto encargatoria 
de reo el juez tenga justa causa de error, que exista un auto equivocado, pero que 
justificadamente el juez haya podido equivocarse (…) y que los antecedentes aportados 
demuestran que el error era grotesco y que parecía justificado”, pero no lo era, puesto 
que el juez se da cuenta de que incurre en un error, pero sigue adelante con el juicio, “el 
juez para caer en la arbitrariedad de la naturaleza que se señala necesariamente ha 
tenido que incurrir en violaciones legales que lo hacen a el responsable”. De aquí es 
donde nace la voz de que la sentencia debe ser “injustificadamente errónea o 
arbitraria” para que sea indemnizada.  
       Luego el señor Schweitzer estima que la idea de “sometido a proceso”, no implica 
que sea el proceso entero, y lo que se quiere para configurar de acuerdo a lo que ellos 
quieren, es aclarar con otra frase, para que se entienda que el sujeto debe haber sido 
sometido a un proceso completo, con una sentencia definitiva.  
       El señor Guzmán dice que no está de acuerdo, el piensa que la expresión “sometido 
a proceso” si incluye un proceso completo y terminado por que para el es primordial la 
idea de resolución judicial.  
       El señor Ovalle expreso  “injustificadamente erróneo o arbitrario es el 
sometimiento a proceso, y esto se produce por la encargatoria del reo”, esto es lo que 
debe ser calificado de injustificadamente erróneo o arbitrario para que se origine la 
situación que la ley puede prever, pues de lo contrario sería una disposición 
excesivamente amplia.  
      Concluyendo las consideraciones de los juristas, es posible extraer que:  
                                                          
4
 Actas oficiales de la comisión constituyente, sesión 114º, celebrada el martes 15 de Abril de 1975.  
14 
 
       Es necesaria la pronunciación de la Corte Suprema en cuanto los requisitos de 
procedencia para determinar una compensación proporcional al daño cometido, ya que 
establecer una amplia interpretación podrían ocasionar un perjuicio a las arcas fiscales.  
       Muchas veces, aun cuando ya es dictada la sentencia definitiva, en el curso posterior 
del juicio, pueden haber tenido fundamento plausible, al momento de haber dictado 
dicha determinación con los antecedentes que tenia, los hechos se configuraron de una 
forma, con la información que tenía el juez.  
      Esta norma busca encontrar un equilibrio proporcional entre los distintos intereses 
que convergen: los de la víctima, el juez y el Estado, para que no se produzca una 
injusticia en ninguno de los involucrados, como que la victima quede sin resarcir el 
daño, o que el Estado tenga que pagar una importante suma, para lo cual no esté 
preparado.  
 
Configuración del error judicial  
      Para que se configure el error judicial deben concurrir ciertos requisitos que son 
copulativos para así poder demandar al Estado, esta compensación no se le pide a la 
Corte Suprema, sino al tribunal de primera instancia que dicto la equivocada resolución,  
a saber:  
1) El inculpado o imputado, al tenor del artículo 7 del Código Procesal Penal, haya 
sido sometido a proceso o condenado, en cualquier instancia y por resolución que 
se hallare firme o ejecutoriada, deben cumplirse de una u otra forma. 
2) Que la resolución que da cuenta que se produjo un error judicial y declara la 
absolución del inculpado, este firme o ejecutoriada, no bastara que este dictada la 
sentencia, deberá tener la calidad de ser firme o ejecutoriada.  
3) El afectado o imputado debe pedir a la Corte Suprema que el proceso al que fue 
sometido fue un fallo arbitrario, o que al menos contiene errores, ya sea por una 
15 
 
inadecuada interpretación de los hechos, o de las normas jurídicas que contiene, 
ya que no será suficiente que se cometa un error, si no que para que se configure 
el error deberá ser una negligencia grave, el funcionario del poder judicial debe 
incurrir en culpa grave, no bastara con una culpa leve, para que se acceda a una 





Tiene una serie de elementos  y/o características propios del error judicial 
a) Naturaleza del error 
b) Ausencia de dolo o culpa en la actuación del funcionario judicial  
c) Sujeto activo del derecho  
d) Naturaleza del daño y extensión de la reparación  
e) Cosa juzgada.  
Naturaleza del error  
      El error que se establece, debe provenir de un funcionario judicial que no se le puede 
atribuir a una falta de fundamento racional.  
      Las resoluciones judiciales son acuerdos dictados en un tribunal que debe obedecer a 
las normas jurídicas dictadas con anterioridad, es por esto que, si se produce un error 
judicial se produce desequilibrio en el ordenamiento jurídico.  
    Hay tipos de errores como:  
       El error de derecho no vicia el consentimiento por regla general, porque la ley se 
presume conocida por todos, es por esto que hay muy pocos casos de detención en esta 
materia.  
                                                          
5
 CEA EGAÑA, José Luis, “Derecho constitucional Chileno”, tomo II, Chile, Edición Universidad Católica 
de Chile, 2003, Pagina 263. 
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       Los jueces pese a ser letrados con gran conocimiento del derecho y  la equidad, no 
les inhibe de equivocarse y causarle gran perjuicio a una persona, pero a pesar, de que se 
configure un error no todos los casos sirven para fundar una demanda de reparación. 
Los errores de hecho se pueden clasificar en: 
1) el hecho delictuoso en que se funda el proceso no existe 
2) el hecho existe, pero el sujeto que ha sido detenido procesado o condenado, no ha 
sido probada su participación en el hecho delictivo.  
3) el sujeto ha participado en el hecho, pero no en el grado que se le acusa. 
4) el sujeto realizó una acción ilícita 
5) el sujeto es inimputable por alguna incapacidad como la minoría de edad o la 
enajenación mental.  
Ausencia de dolo o culpa en la actuación del funcionario: 
      Este es uno de los elementos más importantes, porque el funcionario debe haber 
actuado en ausencia de dolo y culpa, porque de lo contrario se le podría perseguir por la 
responsabilidad penal, al sujeto en sí, porque habría cometido un delito. 
Sujeto activo del derecho: 
      El sujeto activo es la victima del error judicial que fue sometido a un procedimiento 
injusto o arbitrario, que se le ocasionó un gran perjuicio, como lo es estar privado de 
libertad, un daño moral difícilmente reparable, lucro cesante, entre otros infortunios que 
debió haber pasado la víctima.  
De lo anteriormente dicho, se deduce que el error judicial solo ha de tener lugar en un 
proceso criminal, esto da cuenta de lo grave que es, cuando ocurre un procedimiento 
injusto, en los procedimientos criminales además, son muchos derechos los que pueden 
verse afectados, desde la honra y la dignidad humana, que son los esenciales y en 
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algunos casos de legislaciones más severas la vida, por los casos en que se contempla en 
la pena de muerte.  
      Es un elemento fundamental para la existencia de un error judicial, que se haga 
evidente la inocencia del condenado.  
Naturaleza del daño y extensión de la reparación:  
      Se entiende por daño “todo perjuicio, menoscabo, dolor o molestia que experimenta 
una persona en el patrimonio, en el honor, en la libertad, en el prestigio o en cualquier 
otro bien protegido por las leyes”6. Los daños materiales son aquellos que lesionan 
pecuniariamente el patrimonio ya sea reduciéndolo o impidiendo que aumente. Estos 
daños están representados el “empobrecimiento real y efectivo que sufre una persona”7 
      Es difícil calcular, cuánto vale el daño moral, pero debe ser la reparación 
proporcionada del menoscabo que sufrió la persona, por ejemplo que perdió su trabajo a 
su familia, ¿cuánto valdría esto monetariamente?, no existe una formula universal para 
determinarlo, esto deberá establecerlo en el caso concreto el juez.  
 
Cosa juzgada:  
      En derecho procesal se define como: “La acción de cosa juzgada es aquella que la 
ley confiere al litigante en cuyo favor se ha declarado un derecho en una resolución 
judicial firme o ejecutoriada para exigir el cumplimiento de lo resuelto”. 8 
      Esta resolución judicial necesariamente tendrá que ser una sentencia definitiva o 
interlocutoria, pero también podrá ser un auto o decreto.  
                                                          
6
 PEREIRA ANABALON, Hugo, “La cosa juzgada en el proceso civil”, editorial jurídica conosur, año 1998, 
pagina 63.  
7
 ABELIUK MANASEVICH, René, “Las obligaciones”, tomo I, editorial jurídica de chile, año 1993, pagina 
203.  
8
  CASARINO VITERBO, Mario, “Manual de derecho procesal civil”, tomo III, sexta edición, editorial 
jurídica de Chile, año 2005, Santiago, Chile, pagina 125. 
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      Lo esencial para el derecho es que las sentencias adquieran el carácter de cosa 
juzgada, para que así, exista una certeza jurídica. La acción por error judicial es 
claramente una excepción a este principio.    
 
   
 
CAPITULO II: DERECHOS, DEBERES Y GARANTIAS.  
2.1 Derechos fundamentales.  
      Es necesario definir de forma genérica lo que son los derechos fundamentales, para 
poder enfocarnos en el análisis de uno de estos, pues su naturaleza, única al ser tan 
importante los bienes jurídicos que se protegen e inherente a todas las personas, exige 
una especial preocupación por parte del legislador, al consagrarlas como derechos 
constitucionales que gozan de supremacía constitucional  
     Los Derechos fundamentales ha sido definido como “Todos aquellos derechos 
subjetivos que corresponden universalmente a todos los seres humanos, en cuanto  
dotados del status de personas con capacidad de obrar; entendiendo por derecho 
subjetivo cualquier expectativa positiva (de prestaciones) y negativa (de no sufrir 
lesiones) adscrita a un sujeto por una norma jurídica; y como status, la condición de un 
sujeto, prevista asimismo por una norma jurídica positiva como presupuesto de su 
idoneidad para ser titular de situaciones jurídicas y/o autor de los actos que son 
ejercicios de estas”.9 
2.2 Características de los derechos fundamentales: 
-  Son universales: Esto quiere decir que no distinguen sexo, raza, ideas, ni religión, se 
aplican a todos por igual.  
                                                          
9
  FERRAJOLI Luigi, “Derechos fundamentales”, tercera edición, año 2007, Santiago, Chile, pagina 32. 
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- Son irreversibles y progresivos: La consagración de nuevos derechos no excluye la 
vigencia de los que ya estaban establecidos, solo se van agregando mas con el tiempo.  
- Indivisibles: No pueden dividirse, todos y cada uno deben ser respetados por igual por 
las autoridades 
- Inviolables: Nadie puede atentar, lesionar o destruir los derechos humanos, ni las 
autoridades ni las mismas personas, tampoco una ley puede contravenir lo establecido 
por la Carta Fundamental (principio de supremacía constitucional).  
- Complementarios: Están relacionados entre sí y ninguno se contradice con otro, debido 
a que todos gozan de la misma jerarquía.  
- Interdependientes: Trascienden todo tipo de frontera y están relacionados entre si, es 
decir no sirve de nada que la persona tenga derecho a la educación, sino tiene que comer 
o no goza de un medioambiente libre de contaminación.  
 
CAPITULO III: ANALISIS DEL ERROR JUDICIAL EN CHILE Y OTROS 
PAISES 
3.1 Alcance de la norma  
      El legislador al momento de redactar la norma, como vimos en las actas de la 
comisión constituyente, no restringió la acción de indemnización por error judicial al 
ámbito penal, más aún en este artículo, en ninguna parte se establece alguna presunción 
que haga pensar que la indemnización a pagar por parte del Estado, procederá solo en 
casos penales, donde si bien, estimamos que el bien jurídico protegido en estos casos, es 
de mayor importancia que en cualquier otro ámbito del derecho, como lo es la libertad 
personal en paralelo a la vulneración del patrimonio, para nuestra sociedad es de mayor 
relevancia proteger la libertad. 
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      Así es como, si bien, existen muchas sentencias en materia laboral, civil (contractual 
o extracontractual) o comercial que interponen esta acción de indemnización, solo han 
sido acogidas por la Corte Suprema aquellas donde se ha visto vulnerado la libertad del 
individuo.  
 
3.2 Planteamiento del problema:  
       La interrogante a resolver es, si la acción de indemnización por error judicial fue 
establecida por el legislador exclusivamente para reparar el mal ocasionado en causas 
penales o también tiene aplicación en otras ramas del derecho, en el caso de no tener 
dicha aplicación sería necesario restringir esta norma, demarcar sus límites con el fin de 
evitar futuras confusiones y el inicio de procedimientos innecesarios que no van a 
obtener jamás una sentencia favorable para el recurrente, donde sólo hacen gastar 
recursos a las partes que se ilusionan creyendo que obtendrán la  indemnización que les 
corresponde.  
 
3.3 Hipótesis  
Desarrollo de la hipótesis 
       Si se comprueba que el articulo 19 Nº7 letra i de la Constitución Política de la 
Republica procede solo en materia penal quedarían fuera todas aquellas sentencias de 
otros temas donde el juez puede cometer de igual forma un error injustificadamente 
erróneo o arbitrario, basándonos en que el juez puede cometer errores como cualquier 
otro ser humano, este tercero imparcial que con las pruebas rendidas por ambas partes 
debe tomar una decisión, dictar un veredicto, que difícilmente le va a gustar a ambas 
partes, basándose en el criterio de la sana critica, las máximas de la experiencia y el 
conocimiento científicamente afianzado. Por lo que frente a estas difíciles situaciones, 
debe actuar con la mayor preocupación, siempre teniendo presente la buena fe.  
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      En el caso de que solo proceda en materia penal, proponer otras alternativas para 
remediar la falta de indemnización del Estado, como en el caso de un despido 
injustificado, la posibilidad de ser contratado en un lugar diverso o la recomendación a 
distintas ofertas laborales, o en el caso de una herencia adjudicada a un heredero 
aparente, una forma de conciliación entre ambas partes.  
Posibles resultados 
       Para que la resolución condenatoria sea declarada injustificadamente errónea no es 
suficiente con que haya incurrido en error, o sea equivocada, inexacta, desacertada o 
conteniendo un juicio falso, sino que tal error carezca de justificación, esto es, los 
razonamientos que la conducen al resultado inexacto no son convincentes, o no son 
susceptibles de una explicación razonable, o son contrarios a la lógica, a los dictados de 
la experiencia o a los conocimientos más difundidos sobre la materia respecto a la cual 
versa.  
       Es por esto, que creemos que los jueces penales, que se les exige un mayor grado de 
convicción, esto es, basado en el principio de la duda razonable, que tiene su origen en 
las leyes de los países anglosajones donde para condenar, el veredicto de las doce 
personas que integran el jurado debe ser unánime, así no existe ninguna duda de la 
culpabilidad o inocencia del sujeto en cuestión, pero en nuestro país, donde tribunal oral 
en lo penal está integrado por 3 magistrados La admisión de que a un veredicto 
condenatorio razonado se pueda llegar por mayoría de votos, nos parece incompatible 
con la exigencia de convicción de culpabilidad "más allá de toda duda razonable".  
      Como cada juez debe fundamentar su opinión, en caso de que haya habido dos 
pareceres por condenar y uno por absolver, ello basta para mostrar que en el tribunal ha 
existido una duda razonable, asumiendo que el juez que se opone se explica y 
fundamenta su duda en un motivo razonable y no un simple capricho, aunque los demás 
no la compartan, esa duda es razonable y no se puede condenar. La situación contraria 
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no es simétrica: si hay dos votos por absolver y uno por sancionar, también existe la 
duda, pero la ley en tal caso opta por exculpar. La convicción se exige para penalizar.  
      Al momento de tramitar el Código Procesal Penal en el Congreso, se tuvo presente 
este principio por el legislador, pero no lo definió, solo plasmo la forma de apreciación 
de la prueba, esta obligación en el razonar de los jueces, frente a una duda razonable, no 
se puede condenar.  
      Luego de la aclaración, de la forma de razonar de los jueces, es que surja la duda que 
la acción de indemnización por error judicial, en materia penal debieran cometerse un 
margen menor de error, dada la mayor exigencia ¿porque no existen sentencias acogidas 
de este recurso en materia civil?  
      Una de las hipótesis es que, sin perjuicio de la imparcialidad del poder judicial, al 
interponer esta acción, de forma tan masiva, se perdería la certeza jurídica, que es la 
confianza en la justicia en que sustenta nuestro país.  
       Debemos tener presente, que el encargado de pagar esta indemnización, que en una 
primera instancia es el Estado, el fisco, pero que dependiendo de la gravedad del error 
cometido y el menoscabo hacia la persona, puede el Estado solicitar al responsable, 
quien dicto la resolución injustificadamente errónea o arbitraria, que pague él la 
indemnización y que el juicio sea dirigido a la persona en particular.  
       Además del detrimento pecuniario con el que se vería perjudicado el Estado, como 
responsable de esta obligación, es mejor tratar de evadir este tipo de casos y así evitar el 
empobrecimiento, teniendo presente que, la responsabilidad patrimonial del Estado 
Legislador es fruto de la infracción a los principios de constitucionalidad y de legalidad 




 de la Constitución, y también 
del contenido tutelar de los derechos fundamentales, en especial del principio de 
igualdad y derecho de propiedad, así relata la norma respecto al principio de legalidad: 
Los órganos del Estado deben someter su acción a la Constitución y a las normas 
dictadas conforme a ella, y garantizar el orden institucional de la Republica. Los 
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preceptos de esta Constitución obligan tanto a los titulares o integrantes de dichos 
órganos como a toda persona, institución o grupo. La infracción de esta norma 
generara las responsabilidades y sanciones que determine la ley.
10
 Así es como 
consagra la responsabilidad del Estado.  
      Así, en el articulo 7 expresa: “Los órganos del Estado actúan válidamente previa 
investidura regular de sus integrantes, dentro de su competencia y en la forma que 
prescriba la ley. Ninguna magistratura, ninguna persona ni grupo de personas pueden 
atribuirse, ni aun a pretexto de circunstancias extraordinarias, otra autoridad o 
derechos que los que expresamente se les hayan conferido en virtud de la Constitución  
o las leyes. Todo acto en contravención a este articulo es nulo y originara las 
responsabilidades y sanciones que la ley señale.”11  
      Donde quedan establecidos los márgenes en que podrán actuar los funcionarios del 
Estado y que la sanción, previamente establecida por ley, originara la responsabilidad en 
los casos que corresponda a todas las personas por igual.  
3.4 Interrogantes 
3.4.1 Estándares internacionales del error judicial, privatización de libertad 
       A continuación se mencionan los estatutos internacionales más importantes respecto 
al error judicial en otros países y en los Tratados Internacionales de Derechos Humanos 
de mayor relevancia en el siglo XX, para así tener parámetro correcto con el cual evaluar 
a Chile y así proponer una reforma respecto a este precepto.  
      En Francia, pese a cierta tendencia histórica negativa, se avanza con la dictación de 
la ley de 5 de julio de 1972, que consagró la responsabilidad del Estado por el servicio 
de la justicia, lo que se tradujo en que el principio es que los jueces no responden salvo 
en caso de malicia o "falta de fundamento probable o razonable", en el caso de tribunales 
                                                          
10
 Constitución Política de la República, Edición oficial, decimo sexta edición, 2012, pagina 12.  
11
 Constitución Política de la República, Edición oficial, decimo sexta edición, 2012, pagina 12. 
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judiciales. Debe considerarse la coexistencia de dos órdenes jurisdiccionales paralelos, 
los tribunales judiciales y los tribunales administrativos, lo que afecta a una solución 
equitativa e integral. En efecto el actual artículo L 781-1 del Código de Organización 
Judicial, dispone que "el Estado está obligado a reparar los daños causados por el 
funcionamiento defectuoso del servicio de la justicia. Esta responsabilidad no tiene 
lugar sino por falta grave o denegación de justicia".  
       Para hacer efectiva esta responsabilidad, se prevé el ejercicio de un recurso de 
revisión, que es la acción declarativa que se ejerce para 
invalidar sentencias firmes o ejecutoriadas que han sido ganadas 
fraudulentamente o de manera injusta en casos expresamente señalados por la 
ley, destinado a establecer jurisdiccionalmente la equivocación o entorpecimiento  del 
juez civil, lo que trae consigo el pago de una indemnización al condenado.  
 
      En el sistema Alemán el parágrafo 839 1 y 11 del BGB, que es el Código Civil 
Alemán, exige que se haya cometido un delito con ocasión de una resolución 
(prevaricación) lo que no se extiende a las actuaciones jurisdiccionales distintas a las 
propiamente jurisdiccionales. Están en discusiones respecto de realizar una reforma 
respecto a esta ley.  
      En un horizonte más amplio el derecho Español consagra en la constitución de 1978 
la responsabilidad por el error judicial, así como en el funcionamiento anormal de la 
administración pública (art. 121), sin perjuicio que el error judicial sea declarado ex ante 
por resolución judicial. Con más detalle se puede citar la propia ley orgánica 6/1985, de 
1 de julio, del Poder Judicial, que dispone en su TÍTULO V, una regulación específica 
de la responsabilidad patrimonial del estado por el funcionamiento de la administración 
de justicia.  
       En España la doctrina ha estimado que debe hablarse de “error cualificado” que no 
es la mera falta de aplicación de una norma aplicable al caso o la aplicación indebida de 
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otras que no lo son; tampoco es apreciable en la simple falta de ajuste a la verdad 
material, debe cumplir con el supuesto material, de una valoración fáctica lo que se 
exige para integrar en los artículos 292 y siguientes del LOP que relata “es un error 
manifiesto, indudable, incontestable que contradice lo que es evidente en los hechos o 
que hace una aplicación insensata o absurda del derecho actuando abiertamente fuera 
de los cauces legales.”12 
 
       Una situación diversa, es el caso Argentino, según el cual la noción de 
responsabilidad judicial se configura a partir de supuestos generales de la Constitución 
Nacional, los tratados internacionales sobre derechos humanos y algunas disposiciones 
del Código Civil. En efecto como señala Galli Basualto, "el accionar ilegítimo en la 
función  jurisdiccional se puede derivar de dos factores de atribución: la falta de 
servicio o el error judicial. El primer caso se suscita cuando se produce un 
incumplimiento de las obligaciones existentes del servicio o la función judicial. Pero 
puede pasar que la ilegitimidad en la prestación del servicio de impartición de justicia 
provenga de haber  condenado indebidamente a un inocente" 
.  
       En el Sistema Interamericano de Protección a los Derechos Humanos, debemos 
considerar, que el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos del año 1966 en 
su art. 9 numeral 5 relata: 
5.- Toda persona que haya sido ilegalmente detenida o presa, tendrá el derecho efectivo 
a obtener reparación. 
13
 
                                                          
12
 PRECHT PIZARRO, Jorge, “Resolución injustificadamente errónea o arbitraria”,  Estudios 
constitucionales, Talca, Chile, año 2004, página 5  
13
 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión 
por la Asamblea General en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966, pagina 2.  
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      Más ampliamente en el art. 14 numeral 6, consagra un estándar garantista universal 
en materia de error judicial al disponer: 
6.- Cuando una sentencia condenatoria firme haya sido ulteriormente revocada, o el 
condenado haya sido indultado por haberse producido o descubierto un hecho 
plenamente probatorio de la comisión de un error judicial, la persona que haya sufrido 
una pena como resultado de tal sentencia deberá ser indemnizada, conforme a la ley, a 
menos que se demuestre que le es imputable en todo o en parte el no haberse revelado 
oportunamente el hecho desconocido.  
14
 
      Así también la Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969 o más 
conocida como Pacto de San José de Costa Rica,  ratificada por Chile, uno de los 
tratados más importantes sobre derechos humanos en el último siglo señala en su 
artículo 10:   
Derecho a Indemnización.  
Toda persona tiene derecho a ser indemnizada conforme a la ley en caso de haber sido 




      La Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, plantea principios de 
libertad e igualdad tales como:  
En el artículo 7,”Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual 
protección de la ley. Todos tienen derecho a igual protección contra toda 
discriminación que infrinja esta Declaración y contra toda provocación a tal 
discriminación.”.16 Que protege el principio de igualdad ante la ley de todas las 
personas.  
 
                                                          
14
 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión 
por la Asamblea General en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966, pág. 4. 
15
 Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969 
16
 Declaración Universal de Derechos Humanos (1948) 
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      En el artículo 8, establece que “toda persona tiene derecho a un recurso efectivo, 
ante los tribunales nacionales competentes, que la ampare contra actos que violen sus 
derechos fundamentales reconocidos por la constitución o por la ley.”17 Con este 
principio obliga a través de una garantía la imparcialidad del poder judicial, en todos sus 
ámbitos. 
 
      Por último, el artículo 10, señala que “toda persona tiene derecho, en condiciones de 
plena igualdad, a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente e 
imparcial, para la determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de 
cualquier acusación contra ella en materia penal.”18  
 
      Este artículo es uno de los motivos por los cuales se podría asegurar que la intención 
del legislador al momento de pensar en la indemnización por error judicial fue que 
exclusivamente la responsabilidad del Estado podría ser invocada en casos de materia 
penal, por los daños importantes que se podrían llegar a causar.  
 
      Excluyendo así los otros ámbitos del derecho, que necesitaran otra herramienta o 
remedio para evitar este tipo de abusos de los que manejan el poder jerárquicamente.  
 
      En la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre del año 
1948
19
, se menciona respecto al error judicial, el artículo 18 que relata:  
 
Toda persona puede recurrir a los tribunales para hacer valer sus derechos. Asimismo 
debe disponer de un procedimiento sencillo y breve por el cual la justicia lo ampare 
contra actos de la autoridad que violen, en perjuicio suyo, alguno de los derechos 
fundamentales consagrados constitucionalmente. Que si bien, no establece literalmente 
la acción de indemnización, dado el año en que fue promulgada esta declaración y el 
                                                          
17
 Declaración Universal de Derechos Humanos (1948) 
18
 Declaración Universal de Derechos Humanos (1948) 
19
 Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre del año 1948 
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contexto político-histórico que ponderaba en la época, se infiere que se debe establecer 
un procedimiento especial para los casos en que se produzca un error o un abuso por 
parte de la autoridad encargada de dictar justicia.  
 
 
4.2 Tratamiento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
       Como explica Boloña, “los fallos de la Corte Suprema se inscriben en la línea de los 
intereses financieros del Estado y no en los intereses de las personas, o en la 
preocupación por resarcir el daño ocasionado, un caso de esto es el conocido caso del 
puente “La calchona”, cuyo rechazo por la Corte Suprema, produjo la intervención de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, organismo encargado de velar por la 
seguridad y respeto de los deberes y garantías establecidos por la Constitución, las leyes 
y los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, que 
estimo lo siguiente:  
       “Que como lo ha resuelto reiteradamente este tribunal una pretensión como la que 
se estudia no puede prosperar en aquellos casos que la sentencia absolutoria provenga de 
una diferente ponderación y valoración de los elementos probatorios reunidos en la 
causa, lo que ha sucedido en la especie, toda vez que los jueces ad quem revocaron el 
fallo condenatorio por estimar que no estaba acreditada en forma legal la participación 
de los procesados. Ello importa solamente una forma distinta de ponderar la prueba 
allegada al proceso ajustada al sistema de apreciación de la intima convicción en el antes 







                                                          
20
  Cfr. Revista Gaceta Jurídica, N°192, pág. 95 y siguientes 
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3.4.2 ¿Procede solo en jurisdicción en materia penal? 
      El estándar internacional en un principio establece que si procede solo en materia 
penal la indemnización por error judicial, dado el grado de exigencia que se le exige al 
juez penal para tomar una decisión.  
       La norma establecida en la letra i) del N° 7 del artículo 19 de nuestra Constitución, 
dada su inadecuación parcial con la reforma procesal penal, queda circunscrita a la 
hipótesis de condena en cualquier instancia, habiéndose dictado con posterioridad 
sobreseimiento definitivo o sentencia absolutoria. Más aún en el nuevo proceso penal 
que es más garantista no se miden sus consecuencias para el imputado de 
responsabilidad penal. 





 Que para la aceptación de una demanda de esta 
naturaleza, en primer lugar, resulta necesario determinar si la 
resolución de que se trata puede ser objeto de la declaración que se 
pretende. Al efecto, ha de destacarse que el abogado compareciente 
requiere, en la representación que inviste, la declaración de error 
injustificado o la existencia de arbitrariedad, respecto de la decisión 
del Juzgado de Garantía de Chillan que dispuso en contra de su 
representada la medida cautelar de prisión preventiva. 
Antes de analizar si existía o no mérito para ella, es necesario destacar 
que la norma constitucional transcrita en el primer fundamento de este 
fallo, autoriza este procedimiento sólo respecto de quien ha sido 
sometido a proceso o condenado en cualquier instancia, por resolución 
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que esta Corte Suprema declare injustificadamente errónea o 
arbitraria. 
Sobre este particular, cabe hacer presente que en el actual Código 
Procesal Penal, por el cual se rigió la situación en estudio, no existe la 
antigua resolución por medio de la cual se sometía a proceso a un 
inculpado, de manera que esta etapa queda excluida como base de 
sustentación de una acción indemnizatoria. En consecuencia, sólo sería 
procedente reclamar el derecho a ser indemnizado, una vez dictado 
sobreseimiento definitivo o sentencia absolutoria, respecto de quien 
hubiere sido condenado en cualquier instancia por sentencia que 
posteriormente la Corte Suprema declare injustificadamente errónea o 
arbitraria. 
Tal conclusión se refuerza, además, con la discusión parlamentaria 
verificada con motivo de la última modificación de la Carta 
Fundamental. En ella y con el objetivo de adecuar el precepto en 
análisis al nuevo sistema procesal penal, se propuso en la Cámara de 
Diputados sustituir la frase el que hubiere sido sometido a proceso por: 
Tal conclusión se refuerza, además, con la discusión parlamentaria 
verificada con motivo de la última modificación de la Carta 
Fundamental. En ella y con el objetivo de adecuar el precepto en 
análisis al nuevo sistema procesal penal, se propuso en la Cámara de 
Diputados sustituir la frase el que hubiere sido sometido a proceso 
por: el que hubiere sido privado de libertad, acusado, lo que revela 
ánimo de apertura en la disposición constitucional, en la dirección de 
quien ahora comparece, la que, a no dudarlo, no se extiende ahora al 
privado de libertad. El Diputado señor Burgos, por su parte, propuso 
reemplazar toda la norma, por la siguiente: El que hubiere sido 
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condenado por resolución que la Corte Suprema declare 
manifiestamente errónea o arbitraria, tendrá derecho a ser 
indemnizado por el Estado de los perjuicios patrimoniales y morales 
que haya sufrido. La indemnización será determinada judicialmente 
enjuicio sumario y en él la prueba se apreciará conforme a la sana 
crítica. En tanto los Diputados señores Guzmán y Longton, sugirieron 
suprimir la expresión injustificadamente. 
El veto presidencial posterior propuso reemplazar la expresión 
sometido a proceso por acusado, pero este cambio, en definitiva, no 
logró el quorum de aprobación entendiéndose rechazado. 
No prosperó, en consecuencia, la alternativa de hacer procedente la 
indemnización para el caso de ordenarse una prisión preventiva. 
Considerando 3
o
 Que, finalmente, es útil considerar que aun cuando la 
prisión preventiva era una consecuencia posible del auto de 
procesamiento, en el antiguo sistema penal inquisitorial, la presunción 
de inocencia de una persona quedaba más debilitada por el imperio de 
aquella resolución, porque se procedía de inmediato afiliar a esa 
persona, quien debía ser remitida al Servicio de Registro Civil e 
Identificación a confeccionar o completar su prontuario, con lo cual 
esa resolución (el auto de procesamiento) -que era eminentemente 
provisoria- quedaba registrada, sin embargo, en un documento de 
carácter público, fuera éste su extracto de filiación o su certificado de 
antecedentes, trámite que constituía para el afectado un gravamen 
mayor. 
En cambio, en el actual sistema procesal penal, de corte más 
garantista, la formalización es una instancia ante el juez de garantía, 
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para poner en conocimiento de la persona respecto de quien se dirige 
una investigación, la existencia de aquélla y la posibilidad de la 
intervención de un defensor, pero que en ningún caso altera el peso de 




      Es necesario reformar este precepto legal. La idea sería que dijera algo más o menos 
así: "Una vez dictado sobreseimiento definitivo o sentencia absolutoria, el que hubiere 
sido sometido a proceso, acusado, sometido a prisión preventiva o condenado por 
resolución que el Tribunal Constitucional declare constitutivo de error judicial, tendrá 
derecho a ser indemnizado por el Estado de los perjuicios patrimoniales y morales que 
haya sufrido. La indemnización será determinada en procedimiento breve y sumario y en 
él la prueba se apreciará en conciencia". 
       Así limitar en el ámbito penal la reparación del menoscabo y no excluir los casos de 
prisión preventiva que ocurren, y que muchas veces mientras dura el proceso, se tiene al 
sujeto hasta  años tras las rejas por algo que nunca participo. 
 
 
3.4.3 ¿Qué significa un error injustificadamente erróneo o arbitrario? 
      La jurisprudencia ha estimado que dicha calificación debe cumplir ciertas 
características para que sea admisible, pues no debe ser un simple error a secas. En esta 
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 " Margarita del Carmen Venegas Soto con Fisco de Chile" (Rol N° 3815 -2 006, de 1 ° de julio de 2008 
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sentencia se explica que exigencias se reconocen en estos casos. Es de la Corte Suprema,  
causa Rol N° 3815 -2006.  
“… 
       Considerando 6
o
 Que aunque las razones expuestas son suficientes para rechazar la 
solicitud de fs. 261, es posible aún, agregar consideraciones de fondo, para arribar a la 
misma decisión, si se tiene presente que ni aún en el caso que la declaración pedida fuera 
procedente respecto de la prolongación errada de una prisión preventiva, podría ser 
pertinente declarar la existencia de un error de esa entidad o su arbitrariedad. 
       En efecto, para ello resulta primordial que dicha resolución sea injustificadamente 
errónea, de suerte tal que no es suficiente con que haya sido errónea, o sea, equivocada, 
inexacta, desacertada o continente de un juicio falso, sino que es indispensable que sea 
injustificada. Esta exigencia tiene tal dimensión porque la exige la actividad de juzgar, 
como lo es también cualquiera otra realizada por el ser humano, ya que está expuesta a 
incurrir en equivocaciones o desaciertos, los cuales son explicables precisamente a causa 
de las limitaciones inherentes a la naturaleza del hombre, de cuyas virtudes y defectos 
participan, como es obvio, los jueces. 
       Considerando 7
o
 Que es útil precisar cuándo puede estimarse que un error en que se 
ha incurrido en una sentencia, resulta ser injustificado. En este caso, el diccionario se 
limita a decir que injustificado es lo no justificado (Diccionario de la Lengua Española, 
21
a 
edición), por lo que se debe delimitar lo que ha de entenderse por justificado. Arroja 
un poco de luz sobre este punto el significado que se da al antónimo, al expresar que es 
lo conforme ajusticia y razón; a su turno, explica que justificación, en su tercera 
acepción, es la prueba convincente de una cosa, agregando luego en el mismo sentido 
que justificaren su segunda significación, supone probar una cosa con razones 
convincentes, testigos o documentos. De lo expuesto, puede deducirse que una 
resolución o sentencia es injustificadamente errónea, cuando los razonamientos que la 
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conducen al resultado inexacto no convencen (no son convincentes), cuando no son 
susceptibles de una explicación razonable (racional) cuando, en fin, son contrarios a la 
lógica, a los dictados de la experiencia y a los conocimientos más difundidos sobre la 
materia respecto a la cual versa. 
(…) 
      Considerando 11° Que cabe agregar que de acuerdo a lo expresado por la Comisión 
Constituyente en la sesión 119, el error judicial debe ser manifiesto, craso, que es el que 
no admite excusa ni razón para explicarlo y, por su parte, la arbitrariedad corresponde a 
un acto o proceder contrario a la justicia, la razón o las leyes y dictado por la sola 
voluntad o el capricho. 
       Considerando 12° Que valga agregar en esta parte, que la disposición constitucional 
que se analiza no contempla como únicos requisitos, el haber sido una persona 
procesada o condenada y luego sobreseída o absuelta, sino que se exige que alguna de 
aquéllas dos primeras decisiones sea injustifícadamente errónea o bien, arbitraría y ello 
es evidente, porque el auto de procesamiento es esencialmente revocable, lo que hace de 
su esencia la posibilidad de dejarlo sin efecto con nuevos antecedentes; y el derecho al 
recurso, cualquiera que sea el promovido, tiene por objeto propio, la enmienda de la 
decisión impugnada, lo que puede verificarse por una distinta ponderación de los 
antecedentes de hecho, o bien, por una diferente interpretación del derecho, sea en la 








Capítulo IV Tramitación ante Corte Suprema  
4.1 Plazo 
      El plazo para accionar que tiene el titular de la acción según lo determina el Auto 
Acordado es de los seis meses siguientes a la fecha en que quedo ejecutoriada el 
sobreseimiento definitivo o la sentencia absolutoria. Dicho plazo no puede ser 




      El procedimiento se divide en dos partes, la primera parte del procedimiento se 
concreta ante la Corte Suprema de Justicia para que esta declare injustificadamente 
errónea o arbitraria la resolución que se sometió a proceso o condeno por sentencia 
definitiva a la persona que se le afectaron sus derechos. 
      El titular de la acción debe presentar la solicitud o demanda para que esta determine 
la existencia del error judicial, para lo cual el demandante debe acompañar las 
resoluciones judiciales respectivas y sus certificaciones, donde conste el procesamiento 
o sentencia condenatoria definitiva, y luego, el sobreseimiento definitivo o la sentencia 
absolutoria que se dicto con posterioridad y cualquier otro instrumento publico que le 
sirva de prueba, ya sea un documento o una declaración testimonial. 
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      La segunda parte consiste en que una obtenida la resolución positiva para los 
intereses del sujeto titular de la acción, este debe accionar ante el tribunal civil 
competente para que determine el monto de la indemnización por error judicial que se 
hubiere cometido. En esta parte del procedimiento ya fue declarada la existencia de un 
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error judicial, lo que falta es calcular la cuantía a la que este ascenderá, donde se 
apreciara en conciencia por el juez la valoración de este monto. 
      Al ser posteriormente tramitada ante el juez civil es un proceso largo donde se es 
difícil que avance y muchas veces, la prueba aportada no es suficiente y rechazan esta 
acción y las personas se quedan sin su indemnización.  
Mencionamos algunos casos relevantes, tales como:  
1.- Sergio Olea Gaona: procesado bajo la ley antiterrorista por 
atentar en contra del Senador Jaime Guzmán, en base a un testigo inseguro 
de sus dichos, una hoja rayada y un tarro de pintura. No se concedió. El sujeto 
dejó el mundo (falleció) el año 2006 asaltando un banco. 
 
2.- Vega Rojas: Robo con violencia de una chaqueta. La víctima la 
tenía puesta dos días después del asalto. Entre víctima y victimario habían 
líos de faldas. Se concedió porque el testigo en base al que se procesó al 
Sr. Vega, era de oídas. 
 
3.- Rodríguez Riveros: En Concepción ven un auto cometiendo una 
infracción de tránsito. Un carabinero le anota la patente y notifica la 
multa al domicilio de la sociedad dueña del automóvil que se ubicaba en 
Santiago. La notificación es recibida por el guardia y al no ir nadie a 
pagarla, se despacha orden de arresto en contra del guardia. NO SE 
CONCEDIÓ. 
 
4.- Márquez Fuentes: el Sr. Márquez fue a una tienda de ropa y salió 
con un chaleco. Lo detuvo un guardia quien dijo que no había pagado por esa 
prenda y lo entregó a carabineros. Estuvo preso 9 días, hasta que la jueza 
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revisó el expediente de la causa y vio que acompañada legalmente estaba la 
boleta de compra. Este recurso fue acogido. 
  
 
Capitulo V FINAL.  
5.1 Conclusiones 
Para finalizar, como mencionamos en un comienzo el Poder Judicial (Estado-
Fisco) es responsable por el error judicial en juicios criminales en los términos de la letra 
i) del inciso N° 7 del artículo 19 de la Constitución, cuando dicte resoluciones (hoy sólo 
la sentencia de condena) que causan daño y cuando fueren injustificadamente erróneas o 
arbitrarias" , calificación del injusto que compete a la Corte Suprema a través de esta 
acción declarativa especial. 
      Además la doctrina mayoritaria ha estimado que, la indemnización por error judicial 
recae cuando los vicios se desarrollan en un proceso criminal, quedando excluidos los 
juicios civiles, laborales, de menores, etc, lo que se explica porque la seguridad jurídica 
resulta más afectada por el castigo a un inocente que por la absolución de cien culpables, 
ya que allí es donde está en juego más dramáticamente la dignidad y la honra de la 
persona o la humillación que puede afectarla. 
      Dicha indemnización cubre los perjuicios morales y patrimoniales que el afectado 
haya sufrido como consecuencia la resolución judicial errónea. 
      El error judicial constituye así en la interpretación de nuestra Corte Suprema una 
equivocación sin fundamento, racional, ilógica o absurda cometida por un juez en el 
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ejercicio de sus funciones jurisdiccionales, que no se deba a culpa o dolo del perjudicado 




      Es por esto que luego de un análisis minucioso respecto de la norma y de una 
comparación con otros países y la revisión del tratamiento de la norma en los tratados 
internacionales sobre Derechos Humanos ratificados por Chile y que se encuentren 
vigentes, esto relacionado con el inciso final del artículo 5 de la Constitución Política de 
la Republica, y el artículo primero de la Constitución inciso nª4 que relata “el Estado 
está al servicio de la persona humana y su finalidad es promover el bien común…”24, lo 
que implica que el actuar del Estado debe estar orientado siempre a promover este bien 
común.  
      También mencionamos el principio de legalidad establecido en el articulo 6 y 7 de la 
Constitución y  es que el Estado debe someter su actuación a lo establecido por la 
Constitución y las leyes. 
       Se entiende que el Poder Judicial, es uno de los poderes del Estado,  el organismo 
encargado de administrar la justicia en nuestro país. Chile,  debido a que es un Estado 
Unitario (artículo 3 de la Constitución)  y  una Republica Democrática (artículo 4), 
donde se establece la separación de poderes entre el legislativo, ejecutivo y el poder 
judicial, los 3 deben someter su actuar a las normas vigentes y en caso de cometer algún 
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Problemas y limitaciones. 
 
      Chile siempre ha temido a esta acción. Por ello siempre se ha tratado de limitarla. 
Hoy está casi muerta. En toda la vigencia de la Constitución de 1980, se han interpuesto 
50 y se ha acogido solo en cuatro oportunidades. Las limitaciones que se han consagrado 
son: 
- Limitación solo  a materias penales, según estima la jurisprudencia y la doctrina 
mayoritaria 
- Limitación de las resoluciones en contra de las que procede 

















5.2 Comprobación hipótesis 
      Se comprueba la hipótesis planteada en un principio de esta tesis, dicho en otras 
palabras, la acción de indemnización por error judicial, establecida en nuestra 
Constitución indica que solo será acogida exclusivamente en casos penales y que 
además, no será en todos los casos acogida, si no que solo en aquellos que cumpla con 
ciertos requisitos que la norma establece, dentro del plazo legal.   
Estos requisitos son:  
1) El inculpado o imputado, al tenor del artículo 7 del Código Procesal Penal, haya 
sido sometido a proceso o condenado, en cualquier instancia y por resolución que 
se hallare firme o ejecutoriada, deben cumplirse de una u otra forma. 
2) Que la resolución que da cuenta que se produjo un error judicial y declara la 
absolución del inculpado, este firme o ejecutoriada, no bastara que este dictada la 
sentencia, deberá tener la calidad de ser firme o ejecutoriada.  
3) El afectado o imputado debe pedir a la Corte Suprema que el proceso al que fue 
sometido fue un fallo arbitrario, o que al menos contiene errores, ya sea por una 
inadecuada interpretación de los hechos, o de las normas jurídicas que contiene, 
ya que no será suficiente que se cometa un error, si no que para que se configure 
el error deberá ser una negligencia grave, el funcionario del poder judicial debe 
incurrir en culpa grave, no bastara con una culpa leve, para que se acceda a una 
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